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U

no de los propósitos del Comité para el estudio de un proyecto de estatuto sobre la revisoría fiscal, que se instaló el 3 de febrero de 1995 en la Superintendencia de Sociedades, era el de reunir en una sola norma legal el ya por entonces disperso e inconsistente régimen jurídico de la revisoría fiscal. Lamentablemente ello nunca llegó a realizarse porque el comité no logró un consenso, se desintegró y su trabajo no fue acogido por el Gobierno.

Sin duda un indicador de calidad de un Estado es su capacidad de mantener debidamente compilada y concordada su legislación, por vasta que sea. Aunque ha hecho avances, el Estado colombiano está lejos de sacar una buena nota en esta materia.

La cuestión no se limita a las dificultades para establecer las normas aplicables. Aun en casos en que tales normas están debidamente identificadas y compiladas, se advierten diferentes posiciones entre los funcionarios estatales, incluyendo los jueces, sobre la manera adecuada de entender tales normas. De manera que no es raro encontrarse con doctrinas contradictorias, como está ocurriendo en este preciso momento respecto de la legislación que gobierna la revisoría fiscal.

Estando como está esparcida y a veces refundida la legislación colombiana, y existiendo como existen desacuerdos interpretativos entre los funcionarios estatales, resulta muy irrazonable pretender que los revisores fiscales puedan vigilar el cumplimiento de cuanta norma esté vigente en este país, sobre cualquier y todos los aspectos de la vida social.

Pasando por alto esos hechos, a algunos les interesa seguir manteniendo la tesis de la vigilancia total porque ello reafirma su ideología y a otros les conviene porque les permite poner al revisor fiscal en la misma posición en que se encontraban los escuadrones de avanzada que debían ser los primeros en arremeter al enemigo en las batallas cuerpo a cuerpo. En uno y otro caso los revisores fiscales resultan sacrificados a los ojos de la sociedad, ante la cual se les presenta como incapaces de cumplir o como evasores de sus responsabilidades.

Pero, claro está, las deficiencias del sistema legal colombiano no sólo afectan a los revisores fiscales. También impactan a quienes quieren poner sobre los hombros de éstos la calidad de censores legales, que la jurisprudencia ha precisado que no tienen ni puede imponérseles. Por ejemplo: el Consejo Técnico de la Contaduría Pública en su Orientación Profesional sobre el ejercicio de la revisoría fiscal aprobada el pasado 21 de junio de 2008 transcribe el artículo 32 del Decreto 2073 de 1973 (páginas 63 y 64), norma que fue expresamente derogada por el artículo 72 del Decreto 561 de 1989.

Ante la inmensidad legal recordemos que el pueblo ha sentenciado: el que mucho abarca poco aprieta. Es hora de entender que las omnicomprensivas concepciones de la revisoría fiscal son causa de su ineficiencia, las cuales ciertamente no se deben a los revisores fiscales, sino a sus reguladores.
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